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Desde hace más de treinta años, Venezuela ha desarrollado un régimen consti­
tucional y político propio de una sociedad democrática, con la configuración, en la 
Constitución de 23 de enero de 1961, de un Estado social de Derecho, y la formu­
lación, en ese texto, de una Constitución económica que opta por un modelo econó­
mico de libertad como opuesto al de economía dirigida, similar al que, en ese mo­
mento, existía en todos los países occidentales y al cual, progresivamente, parecen 
dirigirse muchos de los países que se conocían como socialistas. 

La aplicación práctica de ese modelo constitucional ha provocado, desde el punto 
de vista político, la consolidación del régimen democrático rcpre~entativo y pluralista, 
en un país que, en 1958, podía considerarse como el que tenía menos tradición de­
mocrática de todos los de América Latina. Desde el punto de vista económico, y a 
pesar de los múltiples problemas de desarrollo económico-social que continúan exis­
tiendo, el modelo ha enmarcado el desenvolvimiento de una economía basada en la 
libertad económica y la iniciativa privada, pero con una intervención importante y 
necesaria del Estado para asegurar los principios de justicia social que constitucio­
nalmente deben orientar el régimen económico. Además, el Estado, al ser titular 
desde siempre, del dominio público sobre el subsuelo conforme a la pauta que 
marcaron las Ordenanzas de Nueva España, en vigencia en los territorios de las 
antiguas Provincias Coloniales de España en el Mar Caribe, desde la segunda mitad 
del Siglo xvn, en el caso de Venezuela se ha convertido en la entidad económica más 
poderosa del país, por ser dueño del petróleo, lo que lo ha llevado a intervenir en 
forma importante en la actividad económica. 

Nuestra intención en estas reflexiones que hemos preparado como afectuoso 
homenaje al Maestro Eduardo García de Enterría, es referirnos a la Constitución 
Económica tal como se ha establecido en el texto constitucional venezolano de 1961, 

l. EL ESTADO DEMOCRATICO Y SOCIAL DE DERECHO Y SU MODELO 
ECONOMICO 

En efecto, uno de los signos más característicos del constitucionalismo contem­
poráneo es, sin duda, el de la constitucionalización de los principios reguladores de 
la economía. El sistema económico, junto con el territorio, la población y el gobierno, 

* Trabajo preparado especialmente para el libro Homenaje al Profesor Eduardo García de Enterría. 
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está indisolublemente ligado a la idea misma del Estado contemporáneo, por lo que 
éste es inconcebible o al menos impreciso, constitucionalmente hablando, si no se 
tiene en cuenta el elemento económico. De allí la inevitable realidad del constitucio­
nalismo contemporáneo, que muestra el hecho de que en las Constituciones, consi­
deradas como normas supremas del ordenamiento jurídico directamente aplicables 
a los sujetos de derecho, además de los clásicos contenidos orgánico ( derivado del 
régimen de distribución del Poder Público), y dogmático ( caracterizado por la enu­
meración y garantía de los derechos individuales, económicos, sociales y políticos), 
regulan adicionalmente, como lo ha advertido el Tribunal Constitucional español, 
"el marco jurídico fundamental para la estructura y funcionamiento de la actividad 
económica" (STC 1/1982 de 28 de enero). 

Es decir, las Constituciones contemporáneas, además de su contenido político, 
formulan, jurídicamente, una Constitución económica para ordenar la totalidad de la 
actividad económica, sea que esta corresponda ser desarrollada por el sector público, 
sea por los paniculares. 

No se trata, sólo: de que las Constituciones regulen, conforme a la tradición ini­
ciada por la Constitución de Weimar, los derechos económicos y sociales de los 
ciudadanos con sus implicaciones tanto de limitación a la actividad estatal como de 
obligaciones de prestación a cargo de la Administración del Estado, sino que cada 
vez con más frecuencia contiene normas que regulan la economía nacional global­
mente considerada, es decir, el marco jurídico conforme a la cual se debe desarrollar. 

A esta tendencia generalizada no ha escapado la Constitución venezolana, la cual 
contiene, regulada extensivamente, una Constitución económica, es decir, una regula­
ción jurídica constitucional de la economía, cuyos antecedentes se sitúan en el texto 
de la Constitución de 1947. Este texto, además de que proclamaba en su Preámbulo 
como razón de la existencia de la Nación venezolana. "la libertad espiritual, política 
y económica del hombre, asentada en la dignidad humana, la justicia social y la 
equitativa participación de todo el pueblo en el disfrute de la riqueza nacional", 
contenía un Capítulo con el título "De la economía nacional" (arts. 65 a 75) en el 
cual, además de regular la propiedad y la libertad de industria y comercio, se esta­
blecía el marco fundamental del proceso económico. 

Esa Constitución, la cual tuvo escascs meses de vigencia, inspiró directamente 
el texto constitucional vigente de 23 de enero de 1961, el cual como lo afirmaron 
los Proyectistas en la Exposición de Motivos, "no es una simple Ley Orgánica de 
régimen político, sino la formulación de un esquema conforme al cual debe desen­
volverse la vida de un pueblo". Por ello, siguiendo la mejor tradición constitucional, 
la Constitución de 196! también está precedida de un Preámbulo o declaración pre­
liminar formulada como la base o presupuesto que sirve de fundamento al texto 
constitucional y señala, además, los valores sociales, económicos, políticos y jurí­
dicos que inspiran la acción del Estado. 

En ese Preámbulo se establecen los principios fundamentales que conforman 
un modelo específico de Estado, que luego se regula detalladamente en el texto 
del articulado, el que se conoce con la denominación de Estado democrático y social 
de Derecho, que corresponde a un modelo económico concreto, en el cual si bien 
se reconcce y garantiza la iniciativa privada y la libertad económica, como base de un 
sistema, que es opuesto, por tanto, al modelo de economía dirigida, el Estado tiene 
un papel ordenador y conformador de la realidad económica que debe cumplir en 
vista de realizar la justicia social, en cuyos principios debe fundamentarse el régimen 
económico. Equivale este modelo económico, sin duda, al denominado de "economía 
social de mercado" en los países europeos. 

Ahora bien, ccnsecuencialmente, en el Preámbulo de la Constitución se esta­
blece el principio y término de las actividades económicas, es decir, la base funda­
mental de la Constitución económica al prescribirse como objetivos de ésta, el 
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"proteger y enaltecer el trabajo, amparar la dignidad humana, promover el bienestar 
general y la seguridad social; lograr la participación equitativa de todos en el disfrute 
de la riqueza, según los principios de la justicia social, y fomentar el desarrollo de la 
economía al servicio del hombre". En la misma línea de formulación principista, por 
ejemplo, el Preámbulo de la Constitución espeñola de 1978 proclama la voluntad 
de la Nación española, de garantizar "un orden económico y social justo" y tam­
bién de "promover el progreso de la economía, para asegurar a todos una digna 
calidad de vida". 

Con esa formulación del Preámbulo, sin duda, en materia de principios, estamos 
en presencia de un Estado Social cuya tarea es procurar o lograr una sociedad más 
justa (la justicia social), asumiendo obligaciones prestacionalcs frente a los ciuda­
danos y ordenando y regulando la realidad económica y social para el logro de 
tales objetivos. 

Por supuesto, la Constitución de 1961, además, desde el punto de vista político, 
organiza un Estado Democrático cuyo objetivo fundamental, como lo señala el mismo 
Preámbulo, es el "sustentar el orden democrático como único e irrenunciable medio 
de asegurar los derechos y la dignidad de los ciudadanos". Este Estado Democrático, 
basado en el objetivo de "asegurar la libertad, la paz y la estabilidad de sus institu­
ciones", siempre de acuerdo al Preámbulo, busca "mantener la igualdad social y 
jurídica, sin discriminaciones derivadas de raza, sexo, credo o condición social" y res­
petar "la garantía universal de los derechos individuales y sociales de la persona 
humana". 

Conforme a todos esos postulados, por tanto, el Estado que organiza la Consti­
tución, como se dijo, es un Estado democrático y social de Derecho, el cual además 
de su contenido social, fundamenta su existencia en el establecimiento y garantía de 
los derechos fundamentales, en el pluralismo democrático y la representatividad 
por vía del sufragio, en el sometimiento al derecho (principio de legalidad) y en la 
sumisión a] control judicial. En todo caso, debe advertirse que la Constitución ve­
nezolana, aun cuando organiza y regula un modelo de Estado democrático y social 
de Derecho, no utiliza, para calificarlo, esta expresión en ninguna parle de su texto, 
al contrario de lo establecido en la Constitución Española de 1978, en cuyo artículo 
]Q se declara al Estado como un "Estado social de Derecho" (art. 1,1), conforme 
a la línea constitucional iniciada por la Constitución de la República Federal de 
Alemania. 

II. LA FLEXIBJLIDAD DE LA CONSTITUCION ECONOMICA 

Conforme a la orientación del Preámbulo, el marco de la Constitución econó­
mica está regulado en el Capítulo relativo a los "Derechos económicos" (arts. 95 a 
109) en el cual, como lo expresa la Exposición de Motivos, se reunieron "los postu­
lados más importantes que deben regir la acción del Estado y la de los particulares 
en. el can1po económico" o en otros términos "las orientaciones más inzportantes de 
algo tan fundametal como es la vida económica". 

Ello se hizo, por supuesto, de manera flexible, o si se quiere, como lo expre­
saron los proyectistas, sin someterlo a "moldes excesivamente rígidos", de manera 
de "no coartar la acción legislativa", por supuesto, de los sucesivos gobiernos de­
mocráticos. 

Por tanto, si bien la opción respecto del modelo económico en la Constitución, 
es por un modelo de libertad económica fudamentado en principios de justicia sccial, 
ello se hizo en forma tal que, como lo expresa la Exposición de Motivos, "deja 
cierta flexibilidad al legislador ordi11ario para resolver cuestiones e i11jertar modifi­
caciones que correspondan a las necesidades y a la experiencia de la República, sin 
tener que apelar a una reforma co11stitucional". En materia económica, por supuesto, 
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esa flexibilidad en la formulación de los postulados es la que puede permitir la 
actuación sucesiva de gobiernos democráticos, cada uno con sus propias concep­
ciones económicas e ideológicas, sin que para implantarlas se hagan necesarias re­
formas constitucionales, como sucedió, por ejemplo, con la experiencia del gobierno 
socialista en Chile a comienzos de la década de los setenta, que exigía una reforma 
constitucional a los efectos de establecer las distintas formas de propiedad (pública, 
mixta, privada) que formulaba la ideología socialista del gobierno. 

La Constitución venezolana, al contrario, aunque como se dijo no formula una 
Constitución económica neutra, lo hace de manera que permite el libre juego demo­
crático de las ideologías y el establecimiento de gobiernos de orientación más socia­
listas o más liberales; o en otros términos, una mayor o menor intervención del Es­
tado, según las exigencias del logro de la justicia social. Como lo resumieron los 
proyectistas de la Constitución: 

"Por supuesto, la libertad económica que la Constitución garantiza no es la que 
puede impedir al Estado reservarse determinadas industrias, la explotación o 
servicios de interés público por razones de conveniencia nacional y dictar me­
didas para planificar, racionalizar y fomentar la producción, así como regular 
la circulación, la distribución y el consumo de las riquezas con el objeto de 
impulsar el desarrollo económico del país. La protección a la iniciativa privada 
que la Constitución consagra se ve dentro de este orden de cosas como una 
consecuencia lógica de la acción del Estado y el reconocimiento de la nece­
sidad de que aquélla contribuya eficazmente al desarrollo nacional". 

La Constitución económica en el Texto Fundamental venczolanc, por tanto, no 
sólo no está formulada rígidamente sino que además no conduce, en modo alguno, a 
que el modelo económico formulado se tenga que concretar políticamente en una 
vía exclusiva o excluyente; al contrario permite muchas y diferentes posibilidades, 
pero siempre dentro de los fundamentos de la propia Constitución económica, que 
por lo demás, en forma expresa, precisa el artículo 95 de la Constitución al pos­
tular que: 

"El régimen económico de la República se fundamentará en princ1p1os de jus­
ticia social que aseguren a todos una existencia digna y provechosa para la 
comunidad". 

Por tanto, al haber diferentes aproximaciones políticas al logro de la justicia 
social, no sólo la Constitución no rigidiza ninguna opción, sino que al contrario, per­
mite, por ejemplo, dentro del modelo de libertad económica fundamentado en prin­
cipios de justicia social, mayor o menor intervención del Estado, según la orientación 
ideológica del programa del gobierno correspondiente, como lo ha reconocido ex­
presamente la Corte Suprema de Justicia, al comentar el contenido de los artículos 
95 a 98 de la Constitución 

"Las actividades del sector público pueden aumentar en la misma medida en 
que disminuyen las del sector privado o viceversa, de acuerdo con el uso que 
hagan las autoridades competentes de los poderes que les confiere el Constitu­
yente en las citadas disposiciones, y en razón de ello, es posible que un servicio 
pase del sector público al sector privado, para que sea explotado como activi­
dad comercial o industrial con fines de lucro, o que el Estado reasuma la res­
ponsabilidad de prestar el servicio directamente o por medio de un órgano 
contratado por él, entre otros motivos por "razones de conveniencia nacional" 
según dice el Constituyente en las disposiciones antes citadas" (Sala Político­
Administrativa, 5-10-70). 
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De ello resulta, por ejemplo, que tanto la nacionalización como la privatiza­
ción, como políticas económicas, encuentran cabida en el texto constitucional, siem­
pre por supuesto dentro del modelo económico formulado por la Constitución: el 
de la libertad económica fundamentada en principios de justicia social. 

Este modelo, indudablemente de economía mixta, en todo caso, a pesar de su 
formulación flexible, no puede conducir, pues sería contrario a la Constitución, ni 
a una privatización total de la economía, eliminando toda intervención del Estado, 
ni a una estatización total de la economía, ahogando la iniciativa y propiedad pri­
vadas. Al contrario, conforme a la Constitución económica, tanto el Estado como 
los particulares participan en el proceso económico, atribuyéndose incluso al Estado 
unos objetivos concretos que no puede renunciar a cumplir. 

III. LOS OBJETIVOS DEL ESTADO EN LA CONSTITUCION ECONOMICA 

En efecto, de acuerdo al texto constitucional, en el marco del modelo econó­
mico adoptado, además de los objetivos generales formulados en el Preámbulo como 
marco de toda la actividad económica, el Estado tiene un papel fundamental que 
cumplir para lograr la "participación equitativa de todos en el disfrute de la riqueza, 
según los principios de la justicia social" (Preámbulo). "asegurar a todas una exis­
tencia digna y provechosa" (art. 95) y "fomentar el desarrollo de la economía al 
servicio del hombre" (Preámbulo), el cual debe estar encauzado conforme a los si­
guientes objetivos: 

En primer lugar, la Constitución atribuye al "Estado", es decir, a la globalidad 
de la organización política de la sociedad, lo que comprende los entes que conforman 
el sector público y que ejercen el Poder Público frente a las actividades privadas, el 
objetivo fundamental de promover "el desarrollo económico y la diversificación de 
la producción, con el fin de crear nuevas fuentes de riqueza, au111e,ztar el nivel de 
ingresos de la población y fortalecer la soberanía económica del país" (art. 95). En 
un Estado con forma federal, como el venezolano. estos objetivos, por supuesto. corres­
ponden tanto a la República en el nivel nacional, como a los Estados miembros de 
la Federación y a los Municipios, en forma concurrente, en cada nivel territorial. 
Por tanto, no sólo la promoción del desarrollo económico y la diversificación de la 
producción es responsabilidad de la República como Estado Nacional, sino también 
la responsabilidad de cada Estado miembro de la Federación en su territorio, de los 
Municipios en el ámbito local e, incluso, de las otras entidades políticas que confor­
man la República: el Distrito Federal y los Territorios Federales. Se debe destacar, 
incluso, cómo la Ley Orgánica de Descentralización, Delimitación y Transferencia 
de Competencias del Poder Público de diciembre de 1989, sancionada para revitalizar 
el Federalismo, incluye dentro de las materias a ser transferidas del Poder Central 
a los Estados, "la planificación, coordinación y promoción de s11 propio desarrollo 
integral" (art. 4. 1 ). En todo caso, el objetivo de promover e impulsar el desarrollo 
económico del país, como fin fundamental del Estado en el campo económico, se 
repite nuevamente en el artículo 98 del Texto Fudamental al regular los poderes 
estatales en relación a la iniciativa privada. 

En segundo lugar, al establecer las bases del sistema tributario, es decir, de la 
tributación que puede imponerse no sólo por la República ( art. 136,8) sino por los 
Estados (art. 18) y los Municipios (art. 31), la Constitución formula otro objetivo 
fundamental del Estado en materia económica, el cual es procurar la justa distri­
bución de las cargas según la capacidad económica del contribuyente, atendiendo 
al principio de la progresividad, así como "la protección de la economía nacional y la 
elevación del nivel de vida del pueblo" ( art. 223). 

En la Constitución económica, por tanto, en cuanto se refiere al sector público, 
la participación e intervención del Estado en la economía, además de tener que 
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perseguir los objetivos establecidos en el Preámbulo ( proteger y enaltecer el trabajo, 
amparar la dignidad humana, promover el bienestar general y la seguridad social; 
lograr la participación equitativa de todos en el disfrute de la riqueza, según los 
principios de la justicia social, y fomentar el desarrollo de la economía al servicio 
del hombre), y buscar que el régimen económico se fundamente efectivamente "en 
principios de justicia social que aseguren a todos una existencia digna y provechosa 
para la colectividad" (art. 95), en particular, al promover el desarrollo económico 
y la diversificación de la producción; debe perseguir crear nuevas fuentes de ri­
queza, aumentar el nivel de ingresos de la población y el fortalecer la soberanía 
económica del país (art. 95). Adicionalmente, al establecer el sistema tributario, 
éste debe perseguir "la protección de la economía nacional y la elevación del nivel 
de vida del pueblo" (art. 223). 

Por último, también debe mencionarse el objetivo que la Constitución asigna al 
Estado en materia económica, en el contexto latinoamericano y en el marco de la 
"integración económica latinoamericana" que la República debe favorecer. A este 
fin, prescribe la Constitución que "se procurará coordinar recursos y esfuerzos para 
fomentar el desarrollo económico y aumentar el bienestar y seguridad comunes" 
(art. 108). 

IV. LA INICIATIVA PRIVADA, LA LIBERTAD ECONOMICA Y SUS 
LIMITACIONES 

La Constitución formula la Constitución económica, como se dijo, conforme al 
modelo de libertad económica y libre iniciativa privada fundamentadas en principios 
de justicia social. 

El principio fundamental de la libertad, ba,e de todo el régimen constitucional, 
lo formula el artículo 43 de la Constitución al prescribir que "Todos tienen el de­
recho al libre desenvolvimiento de su personalidad, sin más limitaciones que las que 
derivan del derecho de los demás y del orden público y social". Con esta fórmula, 
según lo expresa la Exposición de Motivos de la Constitución, se sustituyó "el enun­
ciado tradicional de que todos pueden hacer lo que no perjudique a otro y nadie 
está obligado a hacer lo que la Ley no ordene ni impedido de ejecutar lo que aquella 
no prohíba", siendo por tanto aplicable su contenido al ámbito de la libertad eco­
nómica, sometida, por tanto, a las limitaciones que deriven "del derecho de los 
demás y del orden público y social", con lo que no sólo se garantiza la concurrencia 
(respecto al derecho de los demás al ejercicio de la libertad económica) prohibién­
dose, incluso, expresamente los monopolios (art. 97), sino que se somete la libertad 
a la consecución de los objetivos generales de la Constitución económica consig­
nados en el Preámbulo y en el artículo 95, conforme al cual la actividad económica, 
incluso la privada, se debe fundamentar "en principios de justicia social que asegu­
ren a todos una existencia digna y provechosa para la colectividad" (art. 95). Por 
ello, también, las limitaciones que circundan la libertad económica, se pueden fun­
damentar en el "orden público y social" ( art. 43). 

Pero en particular, adicionalmente, la Constitución formula el princ1p10 de la 
libertad económica como el derecho de todos a "dedicarse libremente a la actividad 
lucrativa de su preferencia" (art. 96), fórmula que sustituye la tradicional "libertad 
de industria y comercio". 

Esta libertad, por supuesto, corresponde conforme a la Constitución a "todos", 
es decir, a todos los sujetos de derecho, y por tanto no sólo a los venezolanos sino 
también a los extranjeros. Sin embargo, si bien la Constitución garantiza la igualdad 
de derechos y deberes entre venezolanos y extranjeros, ello lo establece "con las 
limitaciones o excepciones establecidas por esta Constitución y las leyes" ( art. 45), 
destacándose, dentro de las normas de la Constitución económica, el régimen de las 
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inversiones extranjeras al disponer que "la ley establecerá las normas relativas a la 
participación de los capitales extranjeros en el desarrollo económico nacional" (art. 
107). 

La libertad económica, sin embargo, no se establece en la Constitución corno 
absoluta, sino que se la somete a las limitaciones "previstas en esta Constitución y las 
que establezcan las leyes por razones de seguridad, de sanidad 11 otras de interés 
social" (art. 96). Se establece, por tanto, la garantía contitucional fundamental de 
esta libertad consistente en la reserva legal (ley formal) respecto de las limitaciones 
a la misma, aparte de las limitaciones a la libertad eccnómica que la propia Cons­
titución establece, por ejemplo, al resevar al Estado directamente la posesión y el 
uso de las armas de guerra, y someter a limitaciones legales la fabricación, comer­
cio, posesión y uso de otras armas (art. 133); al prescribir la posibilidad que tiene 
el Estado, mediante ley, de "reservarse determinadas industrias, explotaciones o ser­
vicios de interés público por razones de conveniencia naci011al" (art. 97); al regular 
que por ley se pueden establecer obras y servicios de interés público ( obras públicas 
y servicios públicos) a cargo del Estado, que sin embargo pueden otorgarse mediante 
concesión a los particulares (art. 97); al prescribir que, en todo caso, el Estado 
tendrá el control de la industria básica pesada (art. 97) aun cuando ésta sea desarrolla­
da por los particulares, al indicar que en los casos de empresas explotadoras de recur­
cos naturales, "los ferrocarriles, carreteras, oleoductos y obras de comunicación o 
de transporte" que construyan "estarán al servicio del público, en las condiciones 
y con las limitaciones que establezca la Ley" ( art. 104); y al establecer la figura 
de la reversión en materia de concesiones mineras, en los siguientes términos: "Las 
tierras adquiridas con desti110 a la exploración o explotación de concesiones mineras, 
comprendidas las de hidrocarburos y demás mi11erales, combustibles, pasarán en plena 
propiedad a la Nación, sin i11demnización alguna, al extinguirse por cualquier causa 
la concesión respectiva" ( art. 103). 

El ejercicio de la libertad económica, en todo caso, base del modelo económico 
de la Constitución, no sólo debe fundarse en los principies de justicia social (art. 95), 
sino que no puede significar lesión a la misma libertad ejercida por otros. De allí 
que la Constitución imponga al legislador que por ley se dicten "normas para impedir 
la usura, la indebida elevación de los precios y. en general, las ma11iobras abusivas 
encaminadas a obstruir o restringir /a libertad económica" (art. 96). 

Ahora bien, y dentro de la garantía de la reserva legal, la Constitución autoriza 
el establecimiento de limitaciones a la libertad económica con una amplitud consi­
derable, al señalar que por ley se le pueden establecer limitaciones "por razones de 
seguridad, de sanidad u otras de interés social" (art. 96). Ciertamente que aquí 
estamos en presencia de conceptos jurídicos indeterminados, cuya concreción corres­
ponde a las Cámaras Legislativas mediante Ley, y excepcionalmente, mediante De­
creto-Ley, al Presidente de la República en los casos autorizados por la Constitución 
( arts. 1 90, ords. 6, 10 y 11 ) . 

Se advierte, sin embargo, que al calificar estas expresiones como conceptos jurí­
dicos indeterminados, ello no impide que conforme a la formulación flexible del 
modelo económico contenida en la Constitución, les mismos pueden ser concretados 
en diversas formas y conforme a las diversas orientaciones políticas de los gobiernos, 
sin que lleguen a ser desnaturalizados. Sin embargo, precisamente por tratarse de 
conceptos jurídicos indeterminados, la determinación por el legislador de lo que 
son razones de seguridad, razones de sanidad o razones de interés social, no implica 
ejercicio alguno de poderes discrecionales por parte del Legislador, el cual, a pesar 
de su soberanía, no podría incurrir en arbitrariedad y pretender calificar por ejemplo, 
como "razones de interés social" limitaciones a la libertad económica que resulten 
contrarias a los principios de la Constitución económica, es decir, que conduzcan a 
negarla; que resulten contrarias a los principios de justicia social que impliquen dis-
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minución del nivel de ingresos de la población o un debilitamiento de la economía 
del país, o que sean de carácter discriminatorias. En tales casos, en nuestro criterio, 
la Corte Suprema de Justicia, como juez constitucional, podría juzgar y declarar la 
nulidad de la Ley respectiva, por violar la Constitución (art. 215), pues la inconsti­
tucionalidad no sólo se origina por violación de artícules expresos sino de los prin­
cipios constitucionales. 

Pero además de consagrarse expresamente la libertad económica, la Constitu­
ción también garantiza la iniciativa privada en materia económica al prescribir que 
"El Estado protegerá la iniciativa privada, sin perjuicio de la facultad de dictar 
medidas para planificar, raciona/izar y fomentar la producción, y regular la circu­
lación, distribución y consumo de la riqueza, a fin de impulsar el desarrollo econó­
mico del país" (art. 89). La garantía de la iniciativa privada, por tanto, no escapa 
al objetivo general de contribuir al desarrollo económico del país, hacia lo cual el 
Estado debe orientarla con los poderes planificadores, reguladores y de fomento que 
la Constitución le atribuye expresamente. Los sectores económicos privados, en todo 
caso, deben ser oídos ''en los asuntos que interesan a la vida económica". El principio 
se establece en el artículo 109 de la Constitución al prescribir que la Ley debe 
"regular la integración, organización y atribuciones de los cuerpos consultivos que se 
juzguen necesarios para oír la opinión de los sectores económicos privados, la pobla­
ción consiunidora. las organizaciones sindicales de trabajadores, los colegios de pro­
fesionales y las universidades .. en los asuntos que interesen a la vida económica". 

Por otra parte, dentro de los derechos económicos de los particulares que se 
garantizan en la Constitución, está el derecho de propiedad, el cual, en virtud de la 
"función social" que debe siempre cumplir, está sometido "a las contribuciones, res­
tricciones y obligaciones que establezca la Ley con fines de utilidad pública o de 
interés general" (art. 99). De nuevo, aquí está la garantía de la reserva legal para 
el establecimiento de las limitaciones a la propiedad, que sólo puede formular ei 
Legislador mediante Ley formal, o en los casos autorizados en la Constitución, 
el Presidente de la República mediante Decretos-Leyes, con fines de utilidad pública 
o de interés social que, en definitiva, delinean el concepto de función social. De 
nuevo también aquí estamos en presencia de conceptos jurídicos indeterminados, 
que no pueden concretarse arbitrariamente, sino con les criterios de racionalidad, 
logicidad y congruencia a los efectos de que la medidas dictadas no violen los prin­
cipios constitucionales de la Constitución económica, pudiendo ejercerse, en nues­
tro criterio, en caso contrario, el control judicial de la constitucionalidad de las 
leyes, que en el caso de Venezuela es tanto de carácter difuso como concentrado, en 
este último caso, por vía de acción popular. 

En cuanto a la propiedad privada de inmuebles rurales, la Constitución formula 
el principio de que "el régimen latifundista es contrario a/ interés social", por lo 
que autoriza al Legislador a que mediante ley formal disponga "lo conducente a su 
'eliminación' y al establecimiento de "normas encaminadas a dotar de tierra a los 
campesinos y trabajadores rurales que carezcan de ella, así como a proveerlos de les 
medios necesarios para hacerla producir" ( art. 105), lo que se ha regulado, incluso 
antes de haberse promulgado la Constitución, en la Ley de Reforma Agraria de 1960. 

Además, y también en relación a la propiedad privada, en cuanto ésta implique 
aprovechamiento de recursos naturales, la Constitución establece el principio de que 
el Estado debe atender "a la defensa y conservación de los recursos nawrales de su 
territorio", sean renovables o no renovables; y de que en todo caso, "la explotación 
de los mismos estará dirigida primordialmente al beneficio colectivo de los veneza­
lanos" (art. 106), lo que implica, en todo caso, una limitación adicional derivada 
de la función social que la propiedad privada debe cumplir. 

Por último, la Constitución también garantiza "los derechos sobre obras cien­
tíficas, literarias y artísticas, invenciones, denominaciones, ,narcas y /enzas" los cua~ 
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les sin embargo, sólo gozan de "protección por el tiempo y en las condiciones que 
seííale la Ley" (art. 100), previéndose de nuevo, en todo caso, la garantía fundamen­
tal de la reserva legal. 

Debe señalarse, además, en relación a la propiedad e incluso en relación a los 
derechos sobre bienes \nmateriales, que la Constitución adicionalmente establece dos 
garantías frente a su eventual extinción por parte del Estado. 

En primer lugar, regula la institución de la expropiación, la cual puede ser 
declarada respecto de cualquier clase de bienes sólo "por causa de utilidad pública 
o de i11terés social, mediante sentencia firme y pago de justa indemnización" (art. 101). 
En cuanto al previo pago de la indemnización, sin embargo, la propia Constitución 
establece la posibilidad que mediante Ley "en la expropiación de inmuebles, con 
fines de reforma agraria o de ensanche y mejoramiento de poblaciones, y en los casos 
que por graves razones de interés nacional determine la Ley, podrá establecerse el 
diferimiento del pago por tiempo determinado o su cancelación parcial mediante la 
emisión de bonos de aceptación obligatoria, con garantía suficiente" (art. 101). La 
concreción de los conceptos jurídicos indeterminados que prevé la norma constitu­
cional, como por ejemplo, la determinación de "graves razones de interés nacional", 
también está sujeta a los límites antes mencionados, pues toda arbitrariedad así pro­
venga del legislador, significaría una violación de la Constitución. 

En segundo lugar, la Constitución formula la garantía general respecto de que 
"no se decretarán ni ejecuwrán confiscaciones" ( art. 102), abriendo, sin embargo, 
dos excepciones: las medidas que sean aceptadas por el derecho internacional y los 
casos en los cuales el Congreso decrete "por acuerdo aprobado por la mayoría abso­
luta de sus miembros, la incautación de todos o parte de los bienes" de las personas 
responsables de actos de fuerza contra la vigencia de la Constitución y de los fun­
cionarios de los gobiernos que se puedan organizar subsecuentemente, salvo que 
hayan contribuido a restablecer el imperio de la misma. La incautación de bienes, 
en esos casos, también puede ser decretada respecto de "quienes se hayan enrique· 
cido ilícitamente al amparo de la usurpación". Dicha incautación, en todo caso, se 
regula "para resarcir a la República de los perjuicios que se le hayan causado" 
( art. 250). 

Por último, además de la regulación de la libertad económica y del derecho de 
propiedad, en la Constitución se establecen indirectamente otros derechos económi­
cos como inherentes al sistema, y que pueden englobarse en un conjunto de dere­
chos constitucionales a la protección de la libertad económica y de la iniciativa pri­
vada. Por ejemplo, al establecerse imperativamente que "no se permitirán monopo­
lios" (art. 97), de ello se deducen derechos de protección económica contra las 
conductas monopólicas que puedan afectar la libertad económica; y al establecerse 
la obligación para el legislador de dictar normas "para impedir la usura, la indebida 
elevación de los precios y, en general, las maniobras abusivas encaminadas a obstruir 
o restringir la libertad económica" ( art. 96), se deducen derechos económicos, por 
ejemplo, a la protección de la competencia o concurrencia. 

V. LOS PRINCIPIOS DE LA INTERVENCION DEL ESTADO EN LA 
ECONOMIA 

El modelo económico que establece la Constitución, si bien se fundamenta en 
la libertad económica y la iniciativa privada, prescribe expresamente que ésta debe 
fundamentarse en "principios de justicia social que aseguren a todos una existencia 
digna y provechosa para la colectividad" (art. 95). En consecuencia el sistema no se 
concibe sin que el Estado tenga una intervención decisiva con el objeto de garan­
tizar, conforme lo formula el Preámbulo de ia Constitución, que se protegerá y 
enaltecerá el trabajo; se amparará la dignidad humana; se promoverá el bienestar 
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general y la seguridad social; se buscará lograr la participación equitativa de todos 
en el disfrute de la riqueza, según los principios de la justicia social; se fomentará 
el desarrollo de la economía al servicio del hombre y se mantendrá la iguaidad 
social y jurídica, sin discriminaciones derivadas de raza, sexo, credo o condición 
social. En consecuencia, como pieza esencial de la Co-!1,stitución económica, ademá~ 
de los objetivos señalados que se asignan al Estado, se le atribuyen expresamente 
una serie de poderes de intervención en la vida económica. 

En primer lugar, están los poderes de regulación de la actividad económica 
(Estado Regulador) que como se ha dicho, en todo caso, requieren como garantía, 
de Ley, siempre que se trate de la imposición de limitaciones a la libertad econó­
mica y a la iniciativa privada. Así, las limitaciones a la libertad económica "por ra­
zones de seguridad, de sanidad u otras de interés social" (art. 96) sólo puedan esta­
blecerse por Ley. Asimismo, sólo la ley puede establecer "normas para impedir la 
usura, la indebida elevación de los precios y, en general, las maniobras abusivas 
encaminadas a obstruir o restringir la libertad económica" ( art. 96); y sólo la ley 
puede establecer las regulaciones que permitan al Estado "dictar medidas para pla­
nificar, racionalizar y fomentar la producción, y regular la circulación, distribución 
y consumo de la riqueza·· (art. 98). En el mismo sentido, en cuanto a la propiedad 
privada, sólo por Ley se pueden establecer las contribuciones, restricciones y obliga­
ciones a que deba someterse en virtud de su función social, con fines de utilidad 
pública o de interés general ( art. 99); y sólo por ley ha de disponer lo conducente 
a la eliminación del latifundio ( art. 105). 

En segundo lugar, están los poderes de planificación y ordenación de la activi­
dad económica (Estado planificador) como tarea de ordenación de la misma, men­
cionados en el artículo 98 del Texto Fundamental (planificar la producción a fin de 
impulsar el desarrollo económico del país) e indirectamente previstos en el artículo 
191 que exige al Presidente de la República, en su Mensaje Anual al Congreso, la 
exposición de los "lineamientos del plan de desarrollo económico y social de la 
Nació11", y en el artículo 229 que autoriza la sanción de una ley con normas para 
"coordiar la inversión del situado constitucional ( es decir, la partida del presupuesto 
nacional destinada a distribuirse entre los Estados miembros de la Federación) con 
planes administrativos desarrollados por el Poder Nacional". Con la Enmienda Cons­
titucional Ne 2 de 1983, la función planificadora del Estado se ha especificado adicio­
nalmente en la Constitución económica, al prescribirse que "El Ejecutivo Nacional 
en el transcurso del primer año de cada período constitucional presentará para su 
aprobación, a las Cámaras Legislativas en sesión conjunta, las líneas generales del 
plan de desarrollo económico y social de la Nación" (art. 7) con lo cual no sólo el 
propio Ejecutivo Nacional y la Administración Pública deben estar vinculados al 
plan aprobado, sino que las propias Cámaras Legislativas deben sujetarse al mismo, 
en el período de ejecución del plan. 

En tercer lugar, están los poderes de control (Estado de control) por ejemplo, 
para proteger la propia libertad económica en su ejercicio recíproco por los sujetos 
de derecho y asegurar que se ajuste a los principios de justicia social. Siendo los 
límites de la libertad "el derecho de los demás y el orden público y social" ( art. 43), 
el Estado tiene los poderes de control para evitar que ellos se traspasen. Por ello, la 
prohibición constitucional respecto a los monopolios, que '"no se permitirán" (art. 97) 
y la potestad expresa para que la Ley dicte "normas para impedir la usura, la inde­
bida elevación de los precios y, en general, las 1naniobras abusivas encaminadas 
a obstruir o restringir la libertad económica" (art. 96). Dentro de los poderes de 
control, se destacan, además aquellos que ejerce el Estado sobre determinadas acti­
vidades económicas de producción, como la "industria básica pesada" que aun 
cuando sea desarrollada por los particulares, conforme a la Constitución, debe estar 
siempre bajo control del Estado (art. 97). 
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En cuarto lugar, están los poderes del Estado para reservarse determinados ser­
vicios de interés público (Estado de servicios públicos) (art. 97) lo que implica, 
siempre, una restricción a la libertad económica, pues el que se declare una actividad 
determinada como servicio público no significa otra cosa que sustraerla de las acti­
vidades que pueden realizar, libremente, los particulares. Esta reserva, por otra 
parte, comporta siempre una obligación de prestación o prestacional que asume el 
Estado, sea de manera exclusiva, ccn exclusión de toda actividad privada, sea con 
participación de la iniciativa privada, en algunos casos, mediante el régimen de 
concesiones. En este caso, la Constitución establece que "sólo podrán otorgarse, en 
conformidad con la ley, concesiones con carácter de exclusividad, y por tiempo limi­
tado, para el establecimiento y la explotación de obras y servicios de interés pú­
blico" (art. 97). 

En quinto lugar, están los poderes del Estado de participar directamente en la 
actividad económica, como empresario en cualquier tipo de actividades industriales, 
comerciales y de servicio (Estado Empresario), establecidos de forma tal, sin limita­
ción de ningún tipo, de manera que no hay visos algunos de subsidiariedad. Por 
tanto, el Estado no tiene límites constitucionales expresos para participar en la acti­
vidad económica y ser propietario de medios de producción, salvo, por supuesto, 
los que derivan de la misma formulación del modelo económico que impedirían una 
estatización total de la economía y la eliminación de ia iniciativa privada. Por tanto, 
en un régimen de economía mixta y dentro de los mismos marcos de la Constitu­
ción económica, es decir, fundamentada en principios de justicia social que aseguren 
a todos una existencia digna y provechosa para la colectividad, el Estado puede 
desarrollar una actividad empresarial en concurrencia con las actividades económicas 
privadas, con poderes, incluso, para reservarse determinadas industrias y explotaciones. 

En esta materia, la Constitución, en primer lugar, establece las reservas para el 
Estado de poseer y usar armas de guerra, de manera que "todas las que existan o 
se introduzcan en el país pasarán a ser propiedad de la República, sin indemnización 
ni proceso" ( art. 133). 

Además, en segundo Jugar, el artículo 97 de la Constitución establece que "El 
Estado podrá reservarse determinadas industrias, explotaciones o servicios de interés 
público por razones de conveniencia nacional", de lo que resulta, en primer lugar, 
una cláusula habilitatoria para que el Estado pueda reservarse actividades económicas, 
en cuyo caso quedarían excluidas del ámbito de la libre iniciativa privada; y en 
segundo lugar, una cláusula limitada, en cuanto que sólo puede incidir en "determi­
nadas" industrias, explotaciones o servicios, es decir, la posibilidad constitucional de 
reserva de actividades económicas al Estado no puede conducir a una estatización 
general de la economía. 

La reserva al Estado de actividades económicas, hemos dicho, implica que un 
sector de actividad económica ( de industrias, explotaciones o servicios de interés 
público) queda excluida de la libre iniciativa privada, correspondiendo al Estado su 
realización, e implicando, una vez dictada la reserva, por Ley, que los particulares 
que realizaban actividades económicas en las áreas reservadas, deben cesar en ello. 
Este poder de reserva ha sido usado expresamente en cuatro ocasiones en Venezuela 
durante la vigencia de la Constitución: la reserva del mercado interno de los hidro­
carburos ( 1973), la reserva de la industria del gas natural ( l 972) y la reserva de la 
industria y el comercio de los hidrocarburos ( 1975), la reserva de la industria del 
mineral de hierro ( 1975), y en estos cuatro casos, la reserva, ha sido total, excluyén­
dose la posibilidad de realización de dichas actividades por los particulares. Es de 
advertir, además, que la reserva, en sí misma, no implica pago de indemnización 
alguna a los particulares que realizaban la actividad concreta y deben cesar, salvo 
cuando el Estado, además de formular la reserva, decide asumir y apropiarse de los 
bienes que los particulares tenían afectados a la actividad, en cuyo caso debe expro-
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piarlos conforme a Jo establecido en el artículo JO! del Texto Fundamental, es decir, 
mediante sentencia firme y pago de justa indemnización. En consecuencia, la reserva 
de actividades económicas por ley y la expropiación de los bienes de particulares 
que estaban afectos a la actividad, como medidas conjuntas, conforman en Venezuela 
la figura de la nacicnalizción~ que se aplicó, entre otras, en materia petrolera, por 
supuesto, sólo respecto de la industria petrolera, pues el subsuelo ( el petróleo) siem­
pre ha sido del dominio público del Estado. 

Pero la participación del Estado en actividades empresariales, por supuesto, 
puede realizarse también en concurrencia con los particulares, estableciéndose en la 
Constitución que una Ley debe determinar "lo concerniente a las industrias promo­
vidas y dirigidas por el Estado" (art. 97), y que "los intereses del Estado en corpo­
raciones y entidades de cualquier naturaleza", y por supuesto, de carácter económico 
"estarán sujetos al control del Congreso, en la forma que la Ley establezca" (art. 230). 

Por último, en el marco de los poderes de intervención del Estado en la economía 
se deben mencionar los clásicos poderes de fomento (Estado de fomento) que deri­
van expresamente de la obligación impuesta al Estado de "proteger la iniciativa pri­
vada" con la atribución en el artículo 98, de entre otras potestades, de dictar me­
didas para "fomentar la producción. . . a fin de impulsar el desarrollo económico 
del país". Por supuesto, también derivan los poderes de fomento del objetivo general 
que se le define al Estado en la Constitución económica de "promover el desarrollo 
económico y la diversificación de la producción, con el fin de crear nuevas fuentes 
de riqueza, aumentar el nivel de ingresos de la población y fortalecer la soberanía 
económica del país" (art. 95). 




